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Se declara abierta la sesión a las 10.10 horas.

Tema 156 del programa: Informe de la Comisión
 de Derecho Internacional sobre la labor realizada
en su 54° período de sesiones (continuación)
(A/57/10 y Corr.1)

1. La Sra. Geddis (Nueva Zelandia) recuerda que
en 2001 su delegación celebró la conclusión de la se-
gunda lectura efectuada por la Comisión del proyecto
de artículos sobre prevención del daño transfronterizo
resultante de actividades peligrosas, puesto que el esta-
blecimiento, aplicación, revisión constante y mejora de
las prácticas recomendadas en materia de técnicas de
prevención proporcionan la mejor garantía contra los
daños producidos por esas actividades. El siguiente pa-
so será ocuparse de la responsabilidad y las indemniza-
ciones, ya que incluso los mejores intentos de preven-
ción y respuesta nunca podrán eliminar por completo el
riesgo de accidente. Por ello, su delegación celebra la
decisión de la Comisión de seguir examinando ese as-
pecto del tema, que es complementario del valioso tra-
bajo concluido sobre la responsabilidad del Estado. Si
se generan pérdidas a pesar del cumplimiento de las
obligaciones de prevención, no hay un acto ilícito en el
cual fundamentar un recurso; sin embargo, por muy
excepcional que sea esa situación, la Comisión debe
redactar disposiciones para garantizar que las víctimas
inocentes no tengan que cargar con el daño o la pérdi-
da. Además, no debe limitar sus labores a las activida-
des que tienen lugar dentro del territorio de un Estado;
esas actividades se realizan cada vez más en zonas no
sujetas a jurisdicción nacional. Por consiguiente, debe
ocuparse de las situaciones en las cuales un daño con-
secuencia de actividades que se realizan fuera de la ju-
risdicción nacional produce efectos dentro del territorio
de un Estado. No es exactamente lo mismo que la
cuestión del daño causado a los espacios públicos in-
ternacionales, la cual, aunque podría merecer atención
en algún momento, implicaría problemas muy distintos.

2. Con respecto a la cuestión de si debe haber algún
umbral para activar la aplicación del régimen de asig-
nación de la pérdida causada, su delegación no ve nin-
guna razón para que haya diferencias entre el umbral
de la responsabilidad y la indemnización y el umbral
de la prevención, con independencia de que se califi-
que como “sensible” o “grave”. Todos los agentes que
participan en actividades peligrosas, ya sean estatales o
privados, reconocerán cada vez más que los costos ge-
nerales asociados con los accidentes son tan elevados

que redunda en su propio interés establecer las técnicas
de prevención más modernas y seguir  procedimientos
de mejora continua. Ese interés propio será más eficaz
que cualquier obligación jurídica. Además, las cir-
cunstancias en las que se produzcan pérdidas a pesar de
las medidas de prevención y no se puedan indemnizar
en virtud de acuerdos en vigor serán muy infrecuentes.
La Comisión también debe tener en cuenta que la pér-
dida puede adoptar diferentes formas. Si la escala de
las posibles consecuencias físicas derivadas de una ac-
tividad concreta es lo suficientemente amplia, aunque
la probabilidad de que ocurran sea reducida, podría
producirse una importante pérdida económica.

3. Con respecto a la cuestión de si deben establecer-
se regímenes especiales para las actividades extrema-
damente peligrosas, su delegación cree que, aunque a
la larga sí cabe idear un régimen para establecer siste-
mas de reparto de la pérdida, por el momento la Comi-
sión debe centrarse en establecer principios generales
que constituyan una base para sistemas más detallados
y específicos de cada actividad. A tal fin debe exami-
nar los modelos y procedimientos en vigor para la
asignación de la pérdida causada. Será necesario pro-
ceder con cautela al tratar de establecer límites a la
parte de la pérdida correspondiente a la empresa, pero
la sugerencia de la Comisión de que se conciban siste-
mas para lograr que los explotadores internalicen todos
los costos de sus operaciones y hagan así innecesario
recurrir a fondos públicos para las indemnizaciones,
tiene sus ventajas. Si a pesar de esas precauciones no
se puede indemnizar adecuadamente una pérdida, los
Estados pertinentes deberán calcular cómo se ha de re-
partir entre todas las partes. Será necesario tomar en
cuenta diferentes factores; por ejemplo, hasta qué
punto había sido consultado sobre la actividad en
cuestión el Estado que sufrió la pérdida, o había parti-
cipado en la actividad, o tenía posibilidades de benefi-
ciarse de ella. En general la delegación de la oradora
coincide con las siguientes conclusiones de la Comi-
sión: la víctima no debe tener que soportar la pérdida;
en todo régimen de asignación de la pérdida se debe
velar por que haya incentivos eficaces para que todos
los que intervengan en una actividad peligrosa empleen
las mejores prácticas de prevención, respuesta e in-
demnización, y ese régimen debería abarcar las diver-
sas partes implicadas, además de los Estados.

4. La Sra. Miller (Suecia), que interviene en nombre
de los países nórdicos, agradece que la Comisión haya
retomado el examen de la cuestión de la responsabilidad
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después de la segunda lectura del proyecto de 19 artí-
culos sobre prevención del daño transfronterizo resul-
tante de actividades peligrosas. Debe darse prioridad a
esta labor, ya que contribuirá notablemente a una ma-
yor codificación y desarrollo progresivo del derecho
internacional. Con respecto a las cuestiones planteadas
por la Comisión en el párrafo 30 del informe, hace su-
ya la opinión del Grupo de Trabajo de que la víctima
inocente no debe participar en una controversia entre
Estados, aunque eso no debe afectar al derecho de los
particulares a que se les indemnicen las pérdidas sufri-
das. Además, los daños al medio ambiente pueden
no materializarse hasta mucho después de que haya ocu-
rrido el incidente. Sería un error establecer una analogía
automática con la legislación tradicional sobre respon-
sabilidad extracontractual e indemnización que es norma
en el derecho interno. Se deben incluir las pérdidas no
económicas y los daños al medio ambiente y también
hay que tener en cuenta el principio de precaución.

5. La empresa con control directo de la operación
debe soportar la pérdida en última instancia. Sin em-
bargo, eso no debe reducir en modo alguno la respon-
sabilidad del Estado interesado. Hay que centrar la
atención en garantizar que se indemnice la pérdida. En
el contexto del medio ambiente, la responsabilidad es-
tricta de la empresa refleja el principio de que quien
contamina, paga. El Estado, entretanto, debe hacerse
responsable de las pérdidas causadas por la no aplica-
ción de las normas de prevención. En el caso de dos
Estados “inocentes”, el que sea responsable de la em-
presa deberá asumir la carga. Como ha dicho el Grupo
de Trabajo, la cuestión de saber qué Estado es respon-
sable es una cuestión aparte.

6. En cuanto a la cuestión de si deben establecerse
regímenes especiales para las actividades extremada-
mente peligrosas, esas actividades exigen a los Estados
particular cuidado en cuanto a la prevención. Cuando
se trata de esferas específicas, tal vez sea mejor resol-
ver las controversias con arreglo a los acuerdos inter-
nacionales aplicables. A fin de contrarrestar la frag-
mentación cada vez mayor del derecho internacional,
tal vez sea conveniente que la Comisión recopile un
repertorio de los instrumentos de derecho internacional
relacionados con la responsabilidad,  los fondos y los
sistemas de seguro, incluidos los instrumentos que se
están negociando.

7. Con respecto al umbral para activar la aplica-
ción del régimen de asignación de la pérdida causa-
da, dice que en las legislaciones nacionales sobre la

responsabilidad extracontractual y la indemnización
normalmente no hay ninguna disposición relativa a un
“daño sensible” para que se active la aplicación de ese
régimen y se conceda una indemnización. Por ello pa-
rece innecesario establecer un umbral mínimo, aunque
en el caso de la responsabilidad de un Estado tal vez
sea apropiado algún umbral (si bien no superior a “da-
ño sensible”).

8. En cuanto al daño causado a los espacios públicos
internacionales, es un tema importante que requiere
estudio, sin duda alguna. A primera vista parece estar
fuera del marco de la cuestión, en particular porque los
artículos sobre la prevención no se ocupan de los espa-
cios públicos internacionales, pero un Estado puede ser
responsable de los daños causados fuera de los límites
de su jurisdicción nacional, como se afirma en el Prin-
cipio 2 de la Declaración de Río sobre el Medio Am-
biente y el Desarrollo. En ese contexto, al debatir cómo
asignar la pérdida, debe tenerse en cuenta el principio
de que quien contamina, paga. Probablemente, la mejor
manera de abordar el problema es con arreglo al dere-
cho interno dada la variedad de soluciones que se en-
cuentra en las diferentes tradiciones y ordenamientos
jurídicos nacionales.

9. Con respecto a los procedimientos para tramitar y
resolver las demandas de restitución e indemnización
la oradora dice que, como principio general, las perso-
nas y entidades lesionadas deben estar en situación de
demandar a la empresa. La cuestión de la jurisdicción
corresponde al derecho internacional privado, tomando
en cuenta el domicilio social de la empresa, la ubica-
ción de la actividad y otros factores pertinentes. Las
controversias entre Estados pueden resolverse en los
foros habituales, como los tribunales arbitrales. El
Grupo de Trabajo deberá abordar en algún momento la
cuestión del alcance de la responsabilidad: debe existir
una obligación de adoptar las medidas adecuadas en
respuesta al daño causado al medio ambiente, entre
ellas la limpieza, siempre que sea posible. También se
debe estudiar la posibilidad de permitir que las indem-
nizaciones abarquen todos los daños personales y ma-
teriales. En cuanto al medio ambiente, se debe estudiar
si la indemnización debe incluir los gastos provocados
por las medidas para mitigar o contener los daños y,
cuando sea posible, devolver al medio ambiente al
statu quo anterior, y en qué medida.

10. En un plano más general los países nórdicos aco-
gen favorablemente la sugerencia de que se estudien
sistemas de seguro, que pueden influir mucho en la
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prevención. No obstante, el establecimiento de fondos
y sistemas de seguro no debe distribuir excesivamente
la responsabilidad; de lo contrario se pondría en peli-
gro la claridad necesaria para la responsabilidad del
Estado, que debe seguir siendo el principio fundamen-
tal. La responsabilidad de la empresa tendrá una valio-
sa importancia suplementaria, en particular cuando no
se pueda hacer responsable a un Estado.

11. La Sra. Rei (Portugal) dice que su Gobierno está
estudiando detenidamente las cuestiones concretas so-
bre las cuales la Comisión solicitó observaciones en el
capítulo III de su informe y le comunicará sus opinio-
nes a su debido tiempo. Mientras tanto, su delegación
desea formular varias observaciones generales.

12. Aunque celebra los avances registrados por lo que
se refiere al proyecto de artículos sobre la protección
diplomática, su delegación cree, en relación con el pro-
yecto de artículo 16, que correspondería incluir una
disposición (como propuso inicialmente el Relator Es-
pecial) que limite la validez de la “cláusula Calvo” a las
controversias que surjan en relación con los contratos
en que figure, sin impedir el derecho de un Estado
a ejercer la protección diplomática en favor de sus na-
cionales. En cuanto al ámbito del proyecto de artículos,
su delegación entiende la preocupación del Relator Es-
pecial de que las labores no vayan más allá de los temas
tradicionales comprendidos en el tema de la protección
diplomática, es decir, la nacionalidad de las reclama-
ciones y el agotamiento de los recursos internos, y el
deseo de la Comisión de completar la segunda lectura
para finales del presente quinquenio. Sin embargo, se
debe prestar la debida atención a cuestiones importan-
tes, como la relación entre la protección diplomática y
la protección funcional ofrecida por las organizaciones
internacionales a sus funcionarios, y los casos en los
cuales un Estado o una organización internacional ad-
ministra o controla un territorio. Las observaciones de
su delegación sobre la ampliación de la protección di-
plomática a las tripulaciones y los pasajeros de los bu-
ques y aeronaves y sobre las circunstancias en las cua-
les el Estado de la nacionalidad de los accionistas debe
tener derecho a ejercer la protección diplomática, se
formularán a su debido tiempo.

13. Con respecto a la protección diplomática de los
apátridas y refugiados de que se trata en el proyecto de
artículo 7, le parece que el requisito de tener residencia
legal y habitual establece un umbral demasiado eleva-
do y puede dejar sin protección a esas personas. Deben
estudiarse más sus necesidades, aunque ello supone

apartarse de la norma tradicional de que sólo los nacio-
nales pueden beneficiarse del ejercicio de la protección
diplomática.

14. Su delegación acoge con satisfacción la labor
realizada por el Relator Especial sobre las reservas a
los tratados, una cuestión de gran importancia práctica
en la cual dan escasa orientación las convenciones de
Viena y otros instrumentos. Su delegación concede es-
pecial importancia a la cuestión de la admisibilidad o
compatibilidad de las reservas. Debe aclararse la fun-
ción que desempeñan al respecto los órganos de vigi-
lancia de la aplicación de tratados. Se deben fomentar
las consultas sobre las reservas a los tratados entre la
Comisión y la Subcomisión de Promoción y Protección
de los Derechos Humanos.

15. Con respecto a los actos unilaterales de los Esta-
dos, su delegación alienta a la Comisión a que siga
examinando las normas generales y específicas aplica-
bles a los diferentes tipos de actos unilaterales y a que
se base en ellas para redactar un conjunto completo y
coherente de normas al respecto. En cuanto a la respon-
sabilidad internacional por las consecuencias perjudi-
ciales de actos no prohibidos por el derecho internacio-
nal, es importante establecer normas para tratar los casos
en que, a pesar de la prevención o en que la prevención
no era posible, se produce un accidente que ocasiona un
daño transfronterizo. Su delegación formulará observa-
ciones más detalladas en una fase ulterior.

16. Refiriéndose a la cuestión de la fragmentación del
derecho internacional, un tema de gran interés actual-
mente, espera que la labor de la Comisión se concrete
en un estudio del tema y no en un proyecto de artícu-
los. El derecho internacional ha sufrido una notable
fragmentación en las últimas cinco décadas, porque a
partir de diferentes fuentes (en particular las relaciones
entre Estados formalizadas en tratados y la labor de or-
ganizaciones internacionales) han surgido regímenes
jurídicos sobre las mismas cuestiones. También se ha
multiplicado el número de jurisdicciones internaciona-
les y a veces su competencia se solapa. La falta de un
sistema homogéneo de derecho internacional puede dar
lugar a decisiones judiciales y regímenes jurídicos
contradictorios, provocando la inestabilidad de las re-
laciones internacionales. Sin embargo, se pueden en-
contrar normas de derecho internacional para resolver
los problemas de esa naturaleza. Al estudiar la frag-
mentación del sistema la Comisión alertará a los Esta-
dos al respecto y en definitiva puede adoptar directrices
sobre la materia, como está haciendo con las reservas a
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los tratados. La oradora acoge con beneplácito la inclu-
sión del tema en el programa de trabajo de la Comisión
y su decisión de empezar con un estudio de la función
y el alcance de la lex specialis y la cuestión de los “re-
gímenes autónomos”.

17. El Sr. Winkler (Austria) destaca la importancia
de la cuestión de la responsabilidad por las consecuen-
cias perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho
internacional. Su delegación hubiera preferido que es-
tuviese terminado el proyecto de artículos sobre la pre-
vención antes de empezar a trabajar sobre la cuestión
de la responsabilidad pero, como ha señalado la Comi-
sión, una infracción del deber de prevenir puede aca-
rrear la responsabilidad del Estado. Por ello, Austria
puede aceptar que se traten juntas las cuestiones de la
responsabilidad y la prevención. El Grupo de Trabajo
ha decidido prudentemente, al comienzo, partir del su-
puesto de que el daño puede ocurrir aun cuando no se
infrinja una obligación internacional, y que en esos ca-
sos hay que proporcionar algún tipo de remedio. Sin
embargo, la expresión “asignación de la pérdida causa-
da” puede provocar malentendidos. Puesto que el con-
cepto de responsabilidad refleja la obligación de in-
demnizar por el daño sufrido por otros que no se deriva
del incumplimiento de una obligación internacional, la
verdadera cuestión no es la asignación de la pérdida
causada, sino el deber de indemnizar.

18. La decisión del Grupo de Trabajo de ocuparse de
todo el espectro de actividades abarcadas en el pro-
yecto de artículos sobre la prevención probablemente
causará dificultades, porque no está claro que un régi-
men uniforme las pueda abarcar todas. Le sorprende
que al ocuparse de la responsabilidad el Grupo de Tra-
bajo se haya centrado sólo en las empresas privadas y
los Estados y no se haya ocupado de otros posibles
agentes de la actividad económica. Quedan por resol-
ver muchos problemas jurídicos complejos antes de
que la labor de la Comisión sobre el tema pueda con-
cluir satisfactoriamente, como espera que ocurra.

19. Austria es consciente de los problemas prácticos
que puede plantear a los Estados la fragmentación del
derecho internacional. El orador acoge con satisfacción
la decisión de la Comisión de ocuparse del asunto y la
manera en que tiene previsto hacerlo. Su análisis ayu-
dará a los Estados que se enfrentan con normas y regí-
menes solapados o contradictorios derivados de la fun-
ción cada vez mayor que desempeñan diferentes órga-
nos normativos internacionales. Espera que la Comi-
sión acepte la propuesta formulada por el Grupo de

Estudio (A/57/10, párr. 508) de que se organice un se-
minario sobre el tema a fin de obtener una visión gene-
ral de la práctica de los Estados y también ofrecer un
foro para el diálogo. Su delegación puede aceptar que
se deje de lado por el momento la cuestión de la elec-
ción del foro judicial. Sin embargo, la proliferación de
cortes y tribunales internacionales puede conducir a
interpretaciones divergentes e incompatibles del dere-
cho internacional debido a la necesidad de tomar
en cuenta el derecho consuetudinario. Por consiguien-
te, sería conveniente arrojar luz sobre las ventajas y
desventajas de contar con una pluralidad de órganos
judiciales.

20. Pasando al tema de la responsabilidad de las or-
ganizaciones internacionales, celebra la decisión de es-
tablecer un grupo de trabajo al respecto. Apoya la deci-
sión de limitar el tema a las organizaciones interguber-
namentales, porque sería alejado de la realidad incluir a
las organizaciones no gubernamentales; sin embargo, se
debe incluir también la cuestión de los órganos creados
en virtud de tratados y establecidos para vigilar la apli-
cación de tratados, especialmente los que se refieren a
los derechos humanos y el medio ambiente. Esos orga-
nismos están desempeñando una función cada vez más
importante en las relaciones internacionales y existe
una tendencia general a considerarlos en los mismos
términos que las organizaciones internacionales. Uno
de los aspectos más complejos de la cuestión es la res-
ponsabilidad de los Estados Miembros de una organiza-
ción internacional por el comportamiento de la organi-
zación. El orador está de acuerdo en que se debe co-
menzar analizando la práctica pertinente, aunque la
práctica corriente no siempre es pertinente. Los casos
relativos al Consejo Internacional del Estaño mencio-
nados en el párrafo 487 del informe requieren un análi-
sis en profundidad de la responsabilidad conjunta o
subsidiaria de los Estados Miembros de una organiza-
ción internacional, aunque sólo sea como cuestión de
derecho nacional. Entre otros ejemplos apropiados es-
tán las decisiones de órganos encargados de los dere-
chos humanos en que se llegó a la conclusión de que los
Estados eran responsables de las violaciones de los de-
rechos humanos de las organizaciones internacionales
de las cuales eran miembros, aunque los actos mismos
fueran atribuibles a la organización internacional en
cuestión. Menciona la sentencia del asunto Matthews
planteado ante el Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos, referente al derecho de voto de los residentes en
Gibraltar, y las conclusiones del Comité de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas en el sentido de que
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los Estados Partes en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos son responsables en todas las
circunstancias del respeto de todos los artículos del
Pacto. Teniendo en cuenta las graves lagunas que exis-
ten en el régimen de la responsabilidad de las organiza-
ciones internacionales, se debería estudiar la posibili-
dad de colmarlas con disposiciones adecuadas para la
solución de controversias.

21. En cuanto al futuro programa de trabajo de la
Comisión, Austria celebra el establecimiento de un Grupo
de Trabajo sobre el tema de los recursos naturales
compartidos y concede la mayor importancia a la ela-
boración de un marco jurídico relativo a esos recursos.

22. El Sr. Lavalle-Valdés (Guatemala) lamenta que
se haya avanzado relativamente poco en el último año
en la cuestión de los actos unilaterales de los Estados.
Los actos unilaterales, aunque originan ellos mismos
normas jurídicas, no son fáciles de regular. Sin embar-
go, deben regirse por algunas normas esenciales, del
tipo denominado por Herbert Hart “normas habilitan-
tes”, por el hecho de que son ellos mismos fuentes de
derecho. De igual modo, debe haber normas generales
para determinar qué actos unilaterales pueden ser vin-
culantes. Parece haber consenso acerca de algunas de
las categorías en que pueden clasificarse los actos uni-
laterales: la promesa, la protesta, el reconocimiento y
la renuncia. Sin embargo, es difícil determinar hasta
qué punto se pueden regir por normas uniformes más
allá de las esferas que se pueden regular trasladando
las normas pertinentes del derecho de los tratados. Una
traslación de esa naturaleza puede ser indebidamente
artificial, especialmente si se hace de un modo mecáni-
co. También es difícil decidir qué categorías adiciona-
les se deben utilizar para los actos unilaterales. Resulta
por ello legítimo preguntarse si deben considerarse
como un numerus clausus o ser tratados de modo si-
milar a los contratos en los regímenes de derecho civil,
lo cual dejaría la puerta abierta para que se crearan ac-
tos unilaterales sin nombre. Además, algunos actos
unilaterales, como el silencio, consisten en una mera
abstención y otros, como el estoppel (regla de los actos
propios), son completamente variables. El orador cree
que el tratamiento que la Comisión da al tema es dema-
siado teórico y debería centrarse más en los aspectos
prácticos. Observa con interés la opinión manifestada
en la Comisión (A/57/10, párr. 333) de que está tratan-
do de codificar algo que no existe como institución ju-
rídica y no consigue encontrar la manera de definir ese
concepto para lograr convertirlo en una institución ju-

rídica. Lo que está en juego, sin embargo, no es tanto
la codificación como el desarrollo progresivo, tomando
en cuenta tanto la lex ferenda como la lex lata. La
práctica merece estudio, pero tal vez resulte demasiado
variable para poder quedar definida. Una dificultad es
que los Estados que realizan actos unilaterales a menu-
do prefieren no dejar claro si pretenden contraer obli-
gaciones. Esa ambigüedad puede ser constructiva, co-
mo en el caso de los Estados que prometen contribu-
ciones a los fondos voluntarios de las Naciones Unidas.
En algunos casos, resultaría muy inoportuno a los Es-
tados plantear la cuestión de si determinados actos
unilaterales concretos crean obligaciones para ellos.

23. El Presidente señala a la atención de la Comisión
una nota dirigida los representantes permanentes ante
las Naciones Unidas y Jefes de organizaciones interna-
cionales por el Asesor Jurídico referente al Plan de Ac-
ción titulado “Una era de aplicación del derecho inter-
nacional” y su aplicación. En la nota se menciona que
dentro del sistema de las Naciones Unidas se cuenta
ahora con una guía de la asistencia técnica jurídica que
será una herramienta provechosa para las delegaciones.

24. El Sr. Leanza (Italia), en relación con el capítulo
VIII del informe (Responsabilidad de las organizacio-
nes internacionales), dice que esas organizaciones tie-
nen personalidad jurídica y capacidad de participar en
relaciones jurídicas internacionales. Los terceros pue-
den alegar su responsabilidad por incumplimiento de
obligaciones internacionales, ya sea en virtud del dere-
cho consuetudinario o del derecho de los tratados, y lo
mismo se aplica a las organizaciones mismas con res-
pecto a terceros. La teoría jurídica actual les aplica las
mismas normas que a los Estados con respecto a la res-
ponsabilidad internacional. El párrafo 2 del artículo 74
de la Convención de Viena de 1986 parece corroborar
esa posición.

25. En el propio comentario de la Comisión al pro-
yecto de artículos para esa Convención se apuntó una
serie de ejemplos de la práctica judicial internacional,
comenzando por la opinión consultiva emitida por la
Corte Internacional de Justicia en 1949 en el asunto
Reparación de los daños sufridos al servicio de las
Naciones Unidas, que mostraban que las organizacio-
nes internacionales estaban facultadas para exigir una
indemnización por los daños sufridos por sus funciona-
rios en el ejercicio de sus funciones. Las propias Na-
ciones Unidas habían sido objeto de esas demandas,
por ejemplo, por las actuaciones de sus fuerzas en el
Congo, y habían celebrado acuerdos de indemnización
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como consecuencia de ellas. Teniendo en cuenta la
función cada vez mayor que desempeñan las organiza-
ciones internacionales, sería conveniente que la Comi-
sión desarrollase el derecho internacional en la materia,
sin olvidar la responsabilidad de otros sujetos de dere-
cho internacional.

26. Es lógico que el estudio se centre en la responsa-
bilidad de las organizaciones internacionales por los
hechos internacionalmente ilícitos que infringen una
obligación internacional de la organización en cues-
tión. No debe ocuparse de la responsabilidad por los
actos no prohibidos por el derecho internacional, que
deben ser tratados independientemente y por analogía
con la responsabilidad del Estado por esos actos una
vez que se haya concluido la labor de la Comisión al
respecto. En cuanto a la definición de organización in-
ternacional, su delegación cree que debe limitarse a las
organizaciones intergubernamentales, que son el objeto
de la definición que se encuentra en las convenciones y
convenios sobre codificación y además poseen perso-
nalidad jurídica internacional. De preferencia, deben
dejarse fuera las organizaciones no gubernamentales y
las organizaciones establecidas por los Estados con
arreglo a su propio derecho interno.

27. En cuanto a la relación entre el tema de la res-
ponsabilidad de las organizaciones internacionales y
los artículos sobre la responsabilidad del Estado, está
de acuerdo con las conclusiones del Grupo de Trabajo.
Aunque ambos temas tienen mucho en común, el actual
estudio es independiente y debe basarse necesaria-
mente en una práctica limitada. Se pueden abordar al-
gunos de sus aspectos tomando en cuenta los artículos
sobre la responsabilidad del Estado o mediante el desa-
rrollo progresivo, mientras que otros habrán de des-
cartarse. Un aspecto importante es determinar cuándo
puede atribuirse a la organización el comportamiento
de un órgano de una organización internacional u otra
entidad. En muchos casos las normas de atribución se-
rán similares a las vigentes respecto de los Estados, pe-
ro puede haber casos concretos, como las operaciones
de mantenimiento de la paz, en los cuales un Estado
esté actuando en nombre de una organización interna-
cional. En otros casos pueden conferir atribuciones a la
organización sus Estados Miembros, o el comporta-
miento puede ser el de un funcionario enviado en co-
misión de servicios a una organización internacional.

28. Hay un debate en curso en la doctrina sobre si los
Estados Miembros pueden ser responsables por las ac-
tividades de organizaciones internacionales. La atribu-

ción del comportamiento en ese caso plantea problemas
delicados con respecto a si hay responsabilidad con-
junta o responsabilidad mancomunada y solidaria, o si
la responsabilidad de los Estados Miembros es sólo
subsidiaria. La responsabilidad de los Estados Miem-
bros en caso de disolución de una organización inter-
nacional también es importante en este contexto. La
Comisión debe examinar esas situaciones desde el
punto de vista del desarrollo progresivo del derecho
internacional.

29. El proyecto de artículos sobre la responsabilidad
del Estado puede dar útil orientación con respecto a
otros aspectos del tema, como la responsabilidad de
una organización en razón de los actos de otra organi-
zación o de un Estado y las circunstancias que exclu-
yen la ilicitud. Lo mismo se aplica a las cuestiones re-
lativas al contenido y al modo de hacer efectiva la res-
ponsabilidad internacional.

30. Por último, la Comisión recibió el pedido de es-
tudiar quién estaría facultado para invocar la responsa-
bilidad en nombre de la organización y la cuestión de
las contramedidas que se han de aplicar en las esferas
que no entran dentro del ámbito de la organización
cuando la infracción es cometida no contra la organiza-
ción, sino contra el Estado Miembro. Dada la comple-
jidad de estas cuestiones, su delegación cree que la
Comisión ha actuado prudentemente al decidir que se
deje abierta la posibilidad de estudiar cuestiones rela-
cionadas con el modo de hacer efectiva la responsabili-
dad de las organizaciones internacionales.

31. También parece oportuna una opción similar con
respecto a la solución de controversias. La autonomía
del estudio sobre la responsabilidad de las organizacio-
nes internacionales no debe verse influenciada por el
proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Esta-
do, en particular dado que todavía no se ha decidido la
forma definitiva del proyecto.

32. El Sr. Guanjian (China), refiriéndose al capítulo
IV del informe, y en particular al proyecto de directriz
2.1.8, dice que de acuerdo con el artículo 77 de la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados
entre las funciones del depositario se incluye custodiar
el texto original del tratado. Y en cuanto a la cuestión
de las reservas a los tratados, en el apartado d) del pá-
rrafo 1 de ese artículo se establece que un depositario
debe examinar si una reserva al tratado está en debida
forma y, de ser necesario, señalar el caso a la atención
del Estado de que se trate. En cuanto a si una reserva
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es permisible o no es algo que corresponde decidir a
los propios Estados contratantes. No corresponde al
depositario interpretar el texto del tratado o juzgar si es
permisible una reserva determinada. El proyecto de di-
rectrices sobre las reservas a los tratados debe respetar
la letra y el espíritu de las disposiciones pertinentes del
derecho de los tratados.

33. En cuanto al examen de una reserva por un órga-
no de control de la aplicación de un tratado, hay pro-
blemas graves en el proyecto de directriz 2.5.X
(A/57/10, párr. 26). En primer lugar, no hay una defini-
ción clara del concepto de “órgano de control de la
aplicación de un tratado”. Ese órgano puede ser un ór-
gano judicial o un comité. Las decisiones o conclusio-
nes de un órgano de ese tipo podrían ser vinculan-
tes para las partes, pero también podrían ser sólo
recomendaciones.

34. En segundo lugar, el retiro de las reservas es un
derecho del Estado contratante. El examen por un ór-
gano de control de la aplicación de un tratado no cam-
bia las relaciones entre los Estados contratantes en
virtud del tratado, ni conduce necesariamente al retiro
de una reserva. Por esas razones, su delegación respal-
da la decisión de la Comisión de no remitir el proyecto
de directriz 2.5.X al comité de redacción.

35. Con respecto al retiro parcial de las reservas, el
Relator Especial ha redactado dos disposiciones inde-
pendientes (A/57/10, nota de pie de página 42). La
adopción de un enfoque más flexible de la cuestión del
retiro parcial redunda en interés de una aplicación más
universal del tratado; al mismo tiempo, toda la cuestión
ha de ser tratada con cuidado. En cuanto a la cuestión
de la comunicación de reservas por correo electrónico
o por telefax, su delegación cree que se podrían aplicar
esas modalidades, pero que una nota oficial por escrito
sigue siendo la forma válida de notificación.

36. Pasando al capítulo VI del informe, dice que los
Estados a menudo ejecutan actos unilaterales. Algunos
son puramente políticos, mientras que otros producen
efectos jurídicos, como en el asunto Ensayos Nuclea-
res. Esos actos unilaterales vinculantes para los Esta-
dos autores se han convertido en una fuente de obliga-
ciones internacionales, junto a los tratados y el derecho
consuetudinario.

37. No obstante, los actos unilaterales de un Estado
se distinguen de la conclusión de tratados en que la in-
tención subjetiva del Estado autor y el acto en sí no
siempre coinciden. En muchos casos entran en juego

factores diferentes de la intención del Estado. En con-
secuencia, el tema es complejo y no se presta fácil-
mente a la formulación de un régimen. A fin de avan-
zar más sobre el tema conviene no sólo estudiar la
práctica pertinente de los Estados sobre la más amplia
base posible, sino también empezar a codificar normas
sobre actos unilaterales cuya naturaleza y los efectos
jurídicos que buscan son fáciles de determinar, como la
protesta, el reconocimiento, la renuncia y la promesa.

38. La Sra. Rivero (Uruguay), refiriéndose al capí-
tulo V del informe, dice que su delegación comparte la
opinión del Relator Especial de que la Comisión no
debe ampliar demasiado el ámbito de la cuestión: debe
limitarse a las cuestiones que tradicionalmente han sido
parte del tema, es decir, la nacionalidad de las reclama-
ciones y el agotamiento de los recursos internos. Aña-
dir cuestiones como la protección funcional por las or-
ganizaciones internacionales de sus funcionarios com-
plicaría más una labor ya de por sí difícil y retrasaría el
resultado. Esas cuestiones pueden ser objeto de la labor
de codificación en una fecha ulterior.

39. Por el contrario, es importante que la Comisión
estudie cuestiones como la protección de las entidades
jurídicas y la denegación de justicia, que a juicio de su
delegación corresponden al ámbito tradicional de la
protección diplomática. Además, no hay razón para ex-
cluir el estudio de situaciones especiales que pueden
surgir dentro del tema, como la protección diplomática
de los habitantes de un territorio que se halla bajo la ad-
ministración o el control de un Estado. Su delegación
cree que el Estado puede ejercer la protección diplo-
mática en ese caso y por ello no considera aceptable la
renuncia por las personas a la protección diplomática.

40. Con respecto al capítulo VII del informe, la cues-
tión reviste importancia decisiva para su país, que tiene
una frontera muy porosa y cuyas aguas ribereñas tienen
por origen y destino el territorio de otros Estados. El
Uruguay también está situado entre los dos mayores
centros industriales y de población de América del Sur.
En consecuencia, su delegación observa con satisfac-
ción que la Comisión, habiendo concluido su labor so-
bre la prevención, ha empezado a estudiar la segunda
parte del tema de la responsabilidad internacional y ha
establecido un Grupo de Trabajo al respecto.

41. En cuanto al umbral para activar la aplicación del
régimen de asignación de la pérdida causada, su Go-
bierno espera que la Comisión opte por un umbral bajo,
o en todo caso, uno que se halle por debajo del nivel
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perceptible. No hay ninguna razón por la cual el Estado
lesionado deba hacerse responsable de las consecuen-
cias de las actividades peligrosas, cualquiera que sea el
daño que sufra. Su delegación confía en que la Comi-
sión llegue a esa conclusión, puesto que en el informe
se afirma que en el Grupo de Trabajo hay acuerdo en
que la víctima inocente no debe tener que soportar la
pérdida (párr. 450).

42. El Sr. Peersman (Países Bajos), refiriéndose al
capítulo VI del informe, dice que dos problema básicos
que tiene ante sí la Comisión son la definición de los
actos unilaterales y si un conjunto único de normas
puede abarcar una gran diversidad de actos. Su delega-
ción no tiene nada que objetar a la definición propuesta
por el Relator Especial y transmitida al Comité de Re-
dacción; no obstante, cabe señalar que la intención de
un Estado de producir efectos jurídicos mediante una
declaración unilateral tal vez no baste realmente para
producir esos efectos con arreglo al derecho interna-
cional. Es en última instancia el propio derecho inter-
nacional o un principio general de derecho internacio-
nal el que puede proporcionar la fuerza vinculante que
se buscaba. Debe dejarse claro en el artículo 1 que los
actos jurídicos unilaterales sólo pueden situarse fuera
del marco de un tratado; por ello, su delegación propo-
ne que se agregue la oración “que no constituyan parte
de un acuerdo” o una expresión semejante.

43. Con respecto al segundo problema el Relator Es-
pecial ha llegado a la conclusión de que hay una ten-
dencia significativa a considerar que no es posible
aplicar normas comunes a todos los actos unilaterales.
Aunque la delegación del orador ha afirmado en oca-
siones anteriores que la gran diversidad de actos uni-
laterales hace difícil una codificación general y que un
enfoque caso por caso puede resultar más adecuado,
está de acuerdo con el Relator Especial en que todos
los actos unilaterales pueden quedar comprendidos en
algunas normas comunes. Las normas comunes defini-
das por el Relator Especial en el documento
A/CN.4/525/Add.2 resultan útiles al respecto.

44. La norma propuesta por el Relator Especial en el
proyecto de artículo 7 (A/CN.4/525/Add.2, párr. 162)
reviste una importancia decisiva y se ajusta a la deter-
minación del carácter vinculante de los actos unilate-
rales que estableció la Corte Internacional de Justicia
en el asunto Ensayos Nucleares. Al mismo tiempo, el
carácter vinculante de los actos unilaterales está sujeto
a condiciones de validez y nulidad descritos por el Re-
lator Especial en la Parte I del proyecto de artículos.

45. En cuanto a la cuestión de las personas autoriza-
das para formular actos unilaterales en nombre de un
Estado, su delegación observa con satisfacción que el
Relator Especial ha tomado en cuenta su posición en el
párrafo 2 del nuevo proyecto de artículo 3 que figura
en el tercer informe del Relator Especial (A/CN.4/505).

46. Con miras a definir normas más específicas el
Relator Especial ha agrupado los actos unilaterales en
dos categorías, a saber, los actos unilaterales por los
cuales el Estado asume obligaciones y los actos unila-
terales por los cuales el Estado reafirma sus derechos.
Su delegación estima que esa doble distinción es pre-
matura. Es necesaria una mayor investigación de la
práctica de los Estados a fin de determinar si esa divi-
sión es compatible con la interpretación de los dife-
rentes tipos de actos unilaterales “clásicos” y las con-
secuencias jurídicas atribuidas a ellos.

47. En cuanto al capítulo VII del informe, la delega-
ción del orador está de acuerdo con el Grupo de Tra-
bajo en que la cuestión de la responsabilidad interna-
cional por el daño transfronterizo también surge en el
caso de que un Estado haya cumplido las obligaciones
internacionales relativas a una actividad realizada bajo
su jurisdicción o control. Parece existir una laguna en
el derecho internacional que merece atención a fin de
proporcionar a las víctimas inocentes una indemniza-
ción rápida, adecuada y efectiva.

48. Con respecto al alcance de la labor, su delegación
está de acuerdo en que sólo estén cubiertas las activi-
dades incluidas dentro del ámbito del tema de la pre-
vención del daño transfronterizo resultante de activida-
des peligrosas y también en que sólo estén cubiertas las
pérdidas causadas a personas, bienes y el medio am-
biente dentro de la jurisdicción nacional de un Estado.
No obstante, su delegación sigue opinando que la Co-
misión debe abordar la prevención del daño causado a
zonas no sujetas a jurisdicción nacional y la responsa-
bilidad por ese daño en una fase ulterior. Además,
aceptando el deseo de algunos miembros de la Comi-
sión de estudiar el umbral para activar la aplicación del
régimen de asignación de la pérdida causada, su dele-
gación propone que, como punto de referencia, el um-
bral de la responsabilidad sea el mismo que el de la
prevención.

49. En cuanto a la función de la empresa y del Estado
en la asignación de la pérdida causada, el Gobierno de
su país está de acuerdo con el Grupo de Trabajo en que
la responsabilidad principal debe recaer en la empresa
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en todo régimen de asignación de la pérdida. También
conviene en que los Estados desempeñan un papel de-
cisivo en la concepción de los sistemas de responsabi-
lidad internos e internacionales apropiados para el lo-
gro de una asignación equitativa de la pérdida.

50. El Sr. Kanu (Sierra Leona) observa que las nor-
mas que regulan las circunstancias en las cuales se
puede conceder la protección diplomática definidas por
la Comisión hacen del Estado el único juez a la hora de
decidir si se otorga protección, en qué medida hay que
otorgarla y por cuánto tiempo. Los requisitos de que la
persona lesionada deba tener la nacionalidad del Esta-
do que ofrece la protección y de que la protección di-
plomática deba ejercerse por medios pacíficos serán
decisivos si un país pequeño y débil tiene que enfren-
tarse a una situación en la cual un acto internacional-
mente ilícito haya sido cometido contra un nacional de
un Estado poderoso. Hay que elogiar a la Comisión por
reconocer que se debe conceder protección diplomática
a los apátridas y refugiados y estar dispuesta a reconsi-
derar el párrafo 2 del artículo 1 si se señala a su aten-
ción cualquier otra excepción, porque esa flexibilidad
es necesaria en el mundo moderno, donde la gente
puede perder su nacionalidad por circunstancias que
escapan a su control y encontrarse viviendo en un Es-
tado cuya nacionalidad no tiene. Si bien aplaude el re-
conocimiento de que se puede otorgar protección di-
plomática a apátridas y refugiados si tienen residencia
legal y habitual en el Estado que les otorga ese estatu-
to, supone una preocupación el hecho de que en algu-
nos casos, las personas que huyen de guerras civiles y
buscan refugio en Estados seguros no son ni apátridas
ni refugiados en el sentido de la Convención de Gine-
bra sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, aun-
que hayan establecido su residencia legal y habitual en
otro Estado. Su país opina que esas personas tienen de-
recho a viajar a terceros Estados. Tal vez la Comisión
pueda reflexionar sobre la cuestión de cómo pueden
obtener protección diplomática si se violan sus dere-
chos. Por el contrario, como en la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar figuran
normas que regulan el estatuto de los buques y sus tri-
pulaciones, es dudoso que sea necesario redactar artí-
culos sobre la protección diplomática de las tripulacio-
nes que tengan la nacionalidad de un tercer Estado,
puesto que la Convención ya se ocupa adecuadamente
de esa cuestión.

51. Su país aplaude la aprobación del proyecto de 11
directrices sobre las reservas a los tratados y la remisión

de otras 15 al Comité de Redacción. apoya el párrafo 4
del proyecto de directriz 2.1.6 porque estima que for-
mular una reserva por correo electrónico o telefax re-
fleja una práctica habitual. Tratará de proporcionar a la
Comisión información sobre su práctica en relación
con los actos unilaterales de los Estados en respuesta
al cuestionario del 31 de agosto de 2002, y celebra
los progresos realizados hasta la fecha al respecto.
De igual modo, le satisface observar los avances regis-
trados en los temas de la responsabilidad internacional
por las consecuencias perjudiciales de actos no prohi-
bidos por el derecho internacional, la responsabilidad
de las organizaciones internacionales, la fragmenta-
ción del derecho internacional y los recursos naturales
compartidos.

52. El Sr. Popkov (Belarús) dice que su delegación
valora los progresos logrados por la Comisión en su
54º período de sesiones, especialmente la labor realiza-
da sobre la protección diplomática, que colmará algu-
nas lagunas del derecho internacional consuetudinario.
Aunque la protección diplomática es realmente un de-
recho, no una obligación de un Estado, en Belarús está
garantizada por la Constitución. El requisito previo
de la protección diplomática es normalmente que una
persona que aspire a esa protección tiene que ser na-
cional del Estado cuya ayuda solicita, y sin embargo la
excepción hecha con los apátridas y refugiados está
bastante justificada por la evolución moderna del dere-
cho internacional, que se proponía dar mayor protec-
ción a las personas lesionadas que habían perdido los
vínculos con su país de origen y el lugar de su residen-
cia habitual.

53. La conveniencia y la justificación de ampliar la
protección diplomática a la tripulación de buques, ae-
ronaves o vehículos espaciales que tengan la nacionali-
dad de un tercer Estado son dudosas, puesto que esa
concepción no está respaldada por la práctica y excede
del ámbito del derecho internacional consuetudinario.
Si la Comisión sigue con esa idea, tendrá que encontrar
argumentos que prueben que los tripulantes que tienen
la nacionalidad de un tercer Estado tienen un vínculo
efectivo con el Estado de la nacionalidad del buque,
aeronave o vehículo espacial. De igual modo, habrá
que hacer un análisis detenido de la propuesta de per-
mitir al Estado de la nacionalidad de los accionistas de
una sociedad extranjera ejercer la protección en benefi-
cio de ellos. De todos modos, la protección diplomática
de una sociedad únicamente se puede ejercer sobre la
base de su nacionalidad.
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54. Si bien puede ser posible permitir algunas excep-
ciones a la norma sólidamente establecida del derecho
consuetudinario de que se han de agotar los recursos
internos antes de que se pueda ofrecer la protección di-
plomática, habrá que estudiar cuidadosamente la tesis
de que se podría hacer una excepción a esa norma
cuando los recursos internos hubieran demostrado ine-
ficaces a fin de limitar el número de casos en que se
pueda recurrir a ese argumento. Pueden permitirse ex-
cepciones a la norma en el caso de un daño transfronte-
rizo o cuando el Estado demandado ha renunciado ex-
presamente a ese requisito. A ese respecto, la Comisión
debe estudiar qué oportunidades tienen los Estados de
recurrir a los tribunales internacionales existentes o la
viabilidad de establecer órganos judiciales ad hoc a los
cuales a menudo tienen acceso los extranjeros sin que
sea necesario agotar primeramente los recursos inter-
nos. En ese contexto, la posibilidad de permitir a los
Estados acudir a esos órganos a fin de proteger los de-
rechos e intereses de sus ciudadanos lesionados por
el acto internacionalmente ilícito de otro Estado pue-
de ofrecer un medio práctico de ejercer la protección
diplomática.

55. En cuanto a la aplicación de la responsabilidad
internacional por las consecuencias perjudiciales de
actos no prohibidos por el derecho internacional, su
país es partidario de la responsabilidad absoluta que
abarque el costo de reposición y de indemnización
cuando el daño haya sido causado inocentemente, aun-
que se deben establecer límites máximos. La responsa-
bilidad principal debe recaer en las empresas por cual-
quier pérdida causada por operaciones sobre las cuales
tenían control directo, por lo que hay que concebir sis-
temas de seguro que cubran la responsabilidad de la
empresa, pero en circunstancias excepcionales los Es-
tados tendrán que aceptar la responsabilidad por las
pérdidas no cubiertas por las empresas.

56. La Comisión debe limitar inicialmente su estudio
de la responsabilidad de las organizaciones internacio-
nales al contexto de las organizaciones interguberna-
mentales, y la cuestión de su responsabilidad debe
examinarse junto con la responsabilidad por actos in-
ternacionalmente ilícitos con arreglo al derecho inter-
nacional general. En ese estudio la Comisión debe
prestar atención especial a la responsabilidad de los
Estados miembros de organizaciones internacionales
por los actos internacionalmente ilícitos cometidos por
esas organizaciones. La comisión conjunta de esos ac-
tos por varios Estados miembros no debe eximir a cada

Estado de la responsabilidad, incluso aunque sean las
propias organizaciones internacionales el sujeto del de-
recho internacional.

57. La Guía de la práctica con respecto a las reservas
a los tratados colmará algunas lagunas de las Conven-
ciones de Viena de 1969 y 1986 y hará así una valiosa
aportación al desarrollo progresivo de ese derecho. Las
definiciones de las reservas y las declaraciones inter-
pretativas son lo suficientemente amplias como para
abarcar todos sus rasgos distintivos. Sin embargo, no
es necesario sobrepasar los límites de la Convención de
Viena de 1969 con respecto a la formulación tardía de
reservas. Todo intento de hacerlo puede dar lugar a
abusos y violar la integridad de las normas de la Con-
vención. No obstante, su país apoya la inclusión de
disposiciones en el sentido de que las declaraciones
unilaterales formuladas después de la firma de tratados
bilaterales y consideradas una condición para su entra-
da en vigor no pueden ser tratadas como reservas. La
comunicación de una reserva por correo electrónico o
telefax no infringiría el párrafo 1 del artículo 23 de la
Convención de Viena de 1969, siempre que se confirme
posteriormente por escrito; el proyecto de directriz 2.1.6
simplemente tiene en cuenta el progreso tecnológico. El
proyecto de directriz 2.5.X puede ser conveniente.

58. La rápida conclusión de la labor sobre el tema de
los actos unilaterales de los Estados ayudará a estable-
cer una práctica universal, de modo que la utilización
de esos actos pueda convertirse en un medio de regular
las relaciones internacionales. Al codificar esos actos,
sólo se deben tener en cuenta los que surtan efectos ju-
rídicos. En derecho internacional existen criterios pre-
cisos para distinguir entre los elementos jurídicos y
políticos de los actos unilaterales de los Estados, por-
que contienen ambos, aunque el aspecto político a me-
nudo prevalece, por lo que muchas de las declaraciones
que forman parte de esos actos tienen carácter decla-
ratorio más que vinculante. La Comisión debe por ello
centrarse en definir esos criterios distintivos mediante
un análisis de la práctica internacional y los escritos de
la doctrina.

59. Los actos unilaterales crean el fundamento de
obligaciones internacionales y pueden servir de punto
de partida para formular nuevas normas de derecho in-
ternacional. El comportamiento de un Estado manifes-
tado por conducto de un acto unilateral puede tener
consecuencias jurídicas sólo tras el reconocimiento de
otros Estados y siempre que el acto respete las normas
imperativas y otras normas del derecho internacional.
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Debe estudiarse detenidamente la posibilidad de clasifi-
car los actos unilaterales entre las fuentes del derecho
internacional. Aunque las Convenciones de Viena de
1969 y 1986 tienen que guiar la codificación del tema,
una remisión automática a ellas sería desaconsejable, ya
que los actos unilaterales son complejos y por ello no se
puede hacer ninguna analogía con las normas de trata-
dos. Los actos unilaterales han de ser fielmente aplica-
dos por el Estado declarante y se les puede poner tér-
mino sólo con el acuerdo de los sujetos de derecho in-
ternacional que los han tenido en cuenta y han modifi-
cado su comportamiento en consecuencia. En el futuro
la Comisión debe centrarse en los aspectos jurídicos de
actos unilaterales como el reconocimiento y la protesta.

60. Al investigar la fragmentación del derecho inter-
nacional la Comisión debe evitar toda referencia al es-
tablecimiento de órganos judiciales internacionales;
estos están promoviendo la supremacía del derecho
internacional en las relaciones entre Estados y no se
debe poner en duda la conveniencia de desarrollarlos y
establecerlos. Por otra parte, es necesario examinar la
forma en que una cooperación más estrecha entre los
tribunales internacionales puede limitar las divergen-
cias en su interpretación y aplicación de las normas de
derecho internacional. La Corte Internacional de Justi-
cia puede desempeñar una útil función para establecer
un criterio uniforme de aplicación de esas normas por
diferentes órganos judiciales internacionales. La Comi-
sión tal vez pueda estudiar posibles modos de hacerlo.

61. El Sr. Lwin (Myanmar) acoge con satisfacción
los progresos logrados en el tema de la protección di-
plomática y el hecho de que la Comisión haya dado
inicio a cuatro nuevos temas. La codificación de la
protección diplomática es fundamental. El proyecto de
siete artículos adoptado al respecto logra un buen
equilibrio entre el derecho internacional consuetudina-
rio y los elementos progresivos. Hacer de la nacionali-
dad una condición de la protección diplomática con-
cuerda con la teoría y la práctica del derecho interna-
cional consuetudinario y también evitará abusos. Debe
conservarse la norma de la continuidad de la nacionali-
dad, pero se deben permitir excepciones en casos en los
que su aplicación estricta resulta injusta. El agota-
miento de los recursos internos es una norma amplia-
mente aceptada del derecho consuetudinario y se me-
noscabaría la jurisdicción interna de los Estados si se
permitiesen demasiadas excepciones.

62. El número cada vez mayor de organizaciones in-
ternacionales significa que la cuestión de su responsa-

bilidad se ha convertido en un tema muy pertinente,
aunque complejo. En una primera fase la Comisión de-
be centrar su atención en la responsabilidad de las or-
ganizaciones intergubernamentales, porque su estructu-
ra es más similar a la de los agentes estatales. La exis-
tencia de artículos sobre la responsabilidad del Estado
facilitará a la Comisión la clasificación del concepto de
responsabilidad de las organizaciones internacionales.

63. El Sr. Romeiro (Brasil), refiriéndose al tema de
la protección diplomática, apoya la definición del pro-
yecto de artículo 1 que establece como contexto ade-
cuado para ella la solución pacífica de controversias.
Asimismo, puesto que los Estados ejercen la acción di-
plomática a su discreción, como se establece en el pro-
yecto de artículo 2, no se ha de confundir con las me-
didas exigidas en respuesta a las cuestiones de dere-
chos humanos. Su delegación duda de que sea prudente
ampliar el alcance del proyecto de artículos; por ejem-
plo, ampliarlo para englobar cuestiones referentes a los
derechos de los accionistas plantearía notables dificul-
tades. Sin embargo, con respecto a la protección de las
tripulaciones en el mar, aunque la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, adoptando
el enfoque del Estado del pabellón, abarca algunos as-
pectos de la cuestión, otros aspectos se pueden estudiar
convenientemente en el contexto de la protección di-
plomática. Las propuestas acogidas de buen grado so-
bre el agotamiento de los recursos internos han adopta-
do adecuadamente como criterio central el de la efica-
cia, estableciéndolo dentro del marco de la posibilidad
razonable. Cualquier excepción deberá ser estrecha-
mente definida, en particular cuando se trate de la re-
nuncia implícita y la cláusula Calvo.

64. En cuanto al tema de los actos unilaterales de los
Estados, es necesario no sólo redactar una lista de actos
que reúnan las condiciones para ser considerados actos
unilaterales, sino también definir normas generales
universalmente aplicables y especificar qué autoridades
pueden comprometer la responsabilidad del Estado. Se
deben aprobar normas específicas sobre los efectos ju-
rídicos de esos actos.

65. El tema de la responsabilidad de las organizacio-
nes internacionales complementa adecuadamente el
proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Esta-
do y la elección de una definición orientada hacia los
organismos intergubernamentales es un buen comienzo.

66. En cuanto a la responsabilidad internacional por
las consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos
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por el derecho internacional, la Comisión ha hecho
bien en continuar con la cuestión complementaria de
la responsabilidad una vez terminado el proyecto de
artículos sobre la prevención. Las medidas preventivas
son claramente insuficientes una vez que se han produ-
cido las consecuencias perjudiciales y la legislación ci-
vil nacional sobre la responsabilidad tampoco da una
orientación adecuada. Todo régimen que se ocupe de
las pérdidas debe encontrar un equilibrio justo entre los
derechos y las obligaciones de la empresa, el beneficia-
rio y la víctima, aunque la responsabilidad principal
debe recaer sobre la empresa.

67. Lo que se haga respecto de las reservas a los tra-
tados debe mantener el principio de que las reservas no
deben menoscabar la integridad y el espíritu del ins-
trumento en cuestión y debe atribuir al Estado la po-
testad de determinar en última instancia la admisibili-
dad de una reserva determinada.

68. En su examen de la fragmentación del derecho
internacional como consecuencia de su reciente diver-
sificación y expansión a nuevas esferas y la aparición
de regímenes regionales que atienden a particularida-
des, la Comisión debe centrarse en describir cuáles son
las estructuras y procedimientos vigentes para resolver
el conflicto de normas y determinar cómo se pueden
adoptar para colmar la laguna existente en la jerarquía
de normas internacionales. El tema no se presta al for-
mato de un proyecto de artículos y por ello se debe se-
guir debatiendo el método que ha de adoptar el pro-
yecto de estudio.

69. El Sr. Nguyen Duy Chien (Viet Nam), celebran-
do la aprobación del proyecto de directrices sobre las
reservas a los tratados, dice que en su labor sobre el
tema la Comisión debe mantener el régimen sobre las
reservas establecido en la Convención de Viena de
1969 y tratar simplemente de aclararlo. Su delegación
apoya la posición de la Comisión de que las reservas se
deben formular y retirar oficialmente por escrito (pro-
yecto de directrices 2.1.1 y 2.5.2); y que se debe prever
una fórmula detallada con respecto a la competencia
para formular y retirar una reserva (proyecto de direc-
trices 2.1.3 y 2.5.5). Considera, sin embargo, que el
depositario de un tratado, siendo simplemente un cus-
todio internacional imparcial de las reservas formula-
das o retiradas, no debe estar autorizado para evaluar si
se han presentado en debida forma (proyecto de direc-
trices 2.1.7, 2.1.8 y 2.5.2). De modo similar, un Estado
parte en un tratado no debe estar obligado a adoptar
medidas sobre una reserva inadmisible únicamente so-

bre la base de la evaluación del órgano encargado de la
supervisión del tratado (proyecto de directrices 2.5.4 y
2.5.X).

70. Por lo que se refiere a la responsabilidad interna-
cional por las consecuencias perjudiciales de actos no
prohibidos por el derecho internacional, su delegación
apoya el principio de la acción cooperativa internacio-
nal para impedir y minimizar cualquier daño trans-
fronterizo causado a un Estado por las actividades rea-
lizadas en el territorio de otro Estado. En la medida de
lo posible, el Estado en cuyo territorio se han realizado
las actividades peligrosas tiene la obligación de pro-
porcionar al Estado que corra riesgo toda la informa-
ción y los datos técnicos necesarios sobre el posible
daño transfronterizo que se puede producir.

71. La Sra. Dascalopoulou-Livada (Grecia) dice
que, entre las posibles cuestiones relacionadas con la
protección diplomática, su delegación piensa que la
Comisión debe efectivamente redactar disposiciones
para garantizar que las tripulaciones reciban la protec-
ción diplomática del Estado de la nacionalidad de su
buque, teniendo en cuenta los amplios poderes tradi-
cionalmente conferidos a los Estados del pabellón y el
precedente sentado por la sentencia del Tribunal Inter-
nacional del Derecho del Mar en el asunto del buque
Saiga. Por el contrario, la cuestión de la ampliación de
la protección diplomática a los accionistas más allá del
precedente establecido por la Corte Internacional de
Justicia en el asunto de la Barcelona Traction no se de-
be incluir en el proyecto de artículos, aunque sólo sea
por razones prácticas. Otras cuestiones que se deben
excluir (porque corresponden a otro contexto, pertene-
cen a otra rama del derecho o tienen importancia me-
nor) son la protección funcional ofrecida por las orga-
nizaciones internacionales a sus funcionarios, la pro-
tección diplomática ofrecida por un Estado a los habi-
tantes de un territorio administrado por él, y la delega-
ción por un Estado a otro Estado del derecho de ejercer
la protección diplomática.

72. En cuanto a los proyectos de artículos 1 a 7 sobre
la protección diplomática aprobados provisionalmente
por la Comisión, las únicas reservas de Grecia se refie-
ren a la excepción demasiado amplia que se establece
en el párrafo 2 del artículo 4 a la norma del párrafo
anterior, siendo la única condición aceptable la pérdida
involuntaria de la nacionalidad. También se pregunta si
el artículo 6, que crea una excepción al artículo 5, no
se debe fusionar con él y, más allá de ello, si la noción
de nacionalidad predominante, excluida en todo el
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resto del proyecto de artículos, se debe mantener en ese
contexto.

73. En cuanto a los proyectos de artículos 12 a 16
examinados por la Comisión en su 54º período de se-
siones, complace a su delegación  que ni el proyecto de
artículo 12 ni el proyecto de artículo 13 sobre el ago-
tamiento de los recursos internos hayan sido remitidos
al Comité de Redacción, ya que carecen de utilidad.
Coincide con el Relator Especial (A/57/10, párr. 179)
en que en el apartado a) del proyecto de artículo 14 la
tercera opción es la más conveniente; a la inversa, a no
ser que se puedan resolver los problemas relacionados
con las renuncias implícitas y el estoppel (regla de los
actos propios), se debe suprimir el apartado b). Es pro-
bable que la cuestión del vínculo voluntario abordada
en el apartado c) también se pueda suprimir, mientras
que el criterio territorial del apartado d) resulta conve-
niente, al igual que la mención de la dilación indebida
en el apartado e); el apartado f) también se debe supri-
mir, puesto que la cuestión de que trata ya está adecua-
damente abarcada en el apartado a). Su delegación
considera redundante el proyecto de artículo 15 y cree
que el artículo 16, que se ocupa de la problemática
cláusula Calvo, también se debe suprimir por comple-
to, porque considera que la cláusula viola la premisa
básica sobre la que descansa la protección diplomática,
a saber, que sólo el Estado puede renunciar a ella, y
porque el texto no ha conciliado la norma con la ex-
cepción que supone la cláusula.

74. El tema de los actos unilaterales de los Estados,
que es vasto y complejo, lleva necesariamente a la
Comisión a un territorio inexplorado, aunque existe
mucha práctica estatal pertinente. Los actos unilatera-
les de los Estados generan indudablemente obligacio-
nes internacionales para esos Estados. Al abordar el
tema la Comisión debe estudiar en primer lugar todas
las categorías de actos unilaterales, empezando por la
promesa y el reconocimiento; luego debe determinar
cuáles son los puntos comunes y las diferencias entre
las distintas categorías, y sólo después debe proceder a
definir las normas generales aplicables. Intentar el pro-
cedimiento inverso no tendría ningún sentido y sería
prematuro en la fase actual pronunciarse con respecto a
ninguna norma internacional. Además, al final del pro-
ceso, las normas generales definidas no deben ser de-
talladas ni exhaustivas, sino muy básicas, y abiertas a
modificaciones que las completen fases ulteriores.

75. El Sr. Dugard (Relator Especial sobre la protec-
ción diplomática) dice que las instructivas observacio-

nes formuladas por el Comité, al reflejar las diferencias
de opinión dentro de la propia Comisión, han arrojado
luz sobre las cuestiones. Subraya la importancia de la
interacción entre el Comité y la Comisión; el primero
ha de orientar a la segunda con respecto a si su evalua-
ción de la práctica estatal y la opinio juris es acertada a
efectos de codificación y si sus propuestas para el de-
sarrollo progresivo concuerdan con las expectativas de
los Estados.

76. Desea, no obstante, manifestar una preocupación
muy grave: tanto en el Comité como en las respuestas
escritas a la Comisión se han recibido escasas observa-
ciones de los países en desarrollo. Comprende las li-
mitaciones de los departamentos jurídicos de sus go-
biernos, que son más pequeños, pero que no expresen
sus opiniones significa que la Comisión está guiada
principalmente por los países desarrollados, y espe-
cialmente los países europeos; como consecuencia, su
labor será peligrosamente parcial. Si los países en de-
sarrollo no están satisfechos de algunas de las inter-
pretaciones de la Comisión tienen el deber de decirlo;
si no, la Comisión supondrá que consienten. Un ejem-
plo que se puede citar es la conflictiva cláusula Calvo,
que en el pasado fue muy importante para los países de
América Latina. La Comisión desearía haber sabido si
todavía se seguía considerando tan importante, pero
sólo México se pronunció al respecto. Hablando en su
calidad de miembro africano de la Comisión, cree que
es fundamental que ésta refleje la práctica generalizada
de los Estados de todas las regiones.

Se levanta la sesión a las 13. 05 horas.


